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Bogotá D.C.; 20 de agosto de 2026 
 
USUARIO  SUBDIRECCIÓN GESTIÓN CONTRACTUAL 
Auxiliar Administrativo - Subdirección de Gestión Contractual. 
Instituto de Caminos y Construcciones de Cundinamarca. ICCU 
Ciudad 
  
 
Asunto:Solicitud adición No. 1 y prorroga No. 1 al Contrato ICCU No. 458-2025 
“INTERV. TÉCNICA, ADMIN, FINANCIERA, AMB Y LEGAL AL PROYECTO 
REHABILITACIÓN DE LA VÍA QUE CONDUCE DESDE SUBACHOQUE, MUNICI 

 
Reciba un cordial saludo, 
 
Estimado Dr. Ospina, 
  
Mediante comunicación ICCU-E-2026-0011988 del 22 de junio de 2026  y dando alcance 
con el comunicado GMC-142-172-2026 del 05 de agosto de 2026, GRUPO METRO 
COLOMBIA SAS presentó la solicitud para suscribir la adición y prorroga No. 1  al Contrato 
de Interventoría ICCU No. 458 de 2025, el cual tiene como objeto “INTERVENTORÍA 
TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, AMBIENTAL Y LEGAL AL PROYECTO 
REHABILITACIÓN DE LA VÍA QUE CONDUCE DESDE EL CASCO URBANO DE 
SUBACHOQUE, MUNICIPIO DE SUBACHOQUE, HASTA LA VEREDA DE PUENTE 
PIEDRA, MUNICIPIO DE MADRID, DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA”, en la que 
requieren (i) Adición presupuestal por una valor de QUINIENTOS UN MILLONES 
OCHOCIENTOS TREINTA Y SEIS MIL NOVECIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS 
M/CTE, ($501.836.937,00) y prorroga de un cinco (5) meses, a partir de la fecha de 
suscripción de este modificatorio y/o hasta el 31 de diciembre de 2026. 
  
A. ANTECEDENTES 
  

1.  La obra se encuentra localizada en la vía Puente Piedra- Subachoque Departamento de 
Cundinamarca. 

2.  La construcción del proyecto se encuentra bajo el contrato ICCU-417-2025, y el 
seguimiento y control se encentra a cargo de la Interventoría GRUPO METRO COLOMBIA 
SAS bajo el contrato ICCU-458-2025 

3.  El valor del Contrato de Interventoría asciende a la suma de MIL SEISCIENTOS 
CINCUENTA Y DOS MILLONES NOVECIENTOS CATORCE MIL SETECIENTOS 
OCHENTA Y NUEVE PESOS M/CTE ($1.652.914.789.00) 

ICCU-I-2026-0013036ICCU-I-2026-0013036



     QR Validación Documento: 

 
Contraseña:68uuoz9HYF 

 

 
 

Calle 26 #51-53 Bogotá D.C.
Sede Administrativa - Torre Central Piso 6.
Código Postal: 111321 – Teléfono:  749 1624
ww.iccu.gov.co / @iccugob en redes sociales

4.  El contrato de Interventoría, menciona en su CLÁUSULA 4. PLAZO DEL CONTRATO, que: 
“El plazo estimado para la ejecución del contrato será de once (11) meses, contados a 
partir del ACTA DE INICIO, previo el cumplimiento de los requisitos de perfeccionamiento 
y ejecución del mismo y aprobación de los documentos previstos en el Pliego de 
condiciones. 

5.  Una vez cumplidos los requisitos para la firma del acta de inicio, la misma fue suscrita el 
primer (1) día del mes de septiembre de 2025. 

 SOLICITUD DE LA INTERVENTORIA 
“(…) 
Para ejercer el acompañamiento, seguimiento y control por parte de la Interventoría, a las 
obras adicionales planteadas en el numeral 1 de este comunicado y bajo las condiciones 
que se estiman necesarias en el contrato ICCU-458-2025, se requiere, por cada mes de 
Interventoría, con los gastos fijos y la plantilla de profesionales correspondiente, el costo 
mensual de $ 100.367.387 M/CTE, tal como se relaciona en el siguiente cuadro: 
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Es de precisar que, los recursos y el plazo adicional para ejercer acompañamiento por 
parte de la Interventoría, están directamente relacionados con los recursos económicos y 
plazo que se le adicione al contrato de obra ICCU-4147-2025, con base en la ampliación 
de la meta física que considere el ICCU. 
  
Sustento Jurídico 
  
El artículo 209 de la Constitución Política de Colombia y el artículo 3 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo dentro de los principios 
orientados de la función pública contemplan el de la eficacia y el de la economía, los cuales 
son aplicables a la contratación estatal, precisamente para el logro de los fines perseguidos 
al celebrar los contratos. 
  
El artículo 3 de la Ley 80 de 1993 o Estatuto General de Contratación, dispone: 
“Los servidores públicos tendrán en consideración que al celebrar contratos y con la 
ejecución de los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de los fines estatales, la 
continuidad y eficiente prestación de los servicios públicos y la efectividad de los derechos 
e intereses de los administradores que colaboran con ellas en la consecución de dichos 
fines. 
  
Los particulares por su parte tendrán en cuenta al celebrar y ejecutar los contratos con las 
entidades estatales que colaboran con ellas en el logro de sus fines y cumplen una función 
social que, como tal, implica obligaciones”. 
  
A su vez, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, expresa que: 
  
“La ley permite una cierta discrecionalidad en la toma de las decisiones de modificar los 
contratos, pues es muy difícil regular detalladamente el tema, en especial ante la infinidad 
de situaciones que pueden presentarse durante la ejecución. Por esto utiliza locuciones 
relativamente amplias, a las que debe someterse la administración. A manera de ejemplo, 
se citan las siguientes tomadas del Estatuto General de Contratación de la Administración 
Pública: mantener las condiciones técnicas, económicas y financieras, (artículo 4.8), no 
sobrevenga mayor onerosidad, (artículo 4.9), acordarán los mecanismos y procedimientos 
pertinentes para precaver o solucionar … diferencias, (ibídem), evitar la paralización y la 
afectación grave de los servicios públicos a su cargo y asegurar la inmediata, continua y 
adecuada prestación, (artículo 14); étc. 
  
Nótese que, sin embargo, en ellas van inmersas las ideas de una causa cierta y unos fines 
públicos que hay que salvaguardar.” 
  
A su vez, la Corte Constitucional respecto de la modificación contractual, ha establecido 
que: 
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“Por regla general, los contratos estatales pueden ser modificados cuando sea necesario 
para lograr su finalidad y en aras de la realización de los fines del Estado, a los cuales sirve 
el contrato”. 
  
"Así lo prevén por ejemplo los artículos 14 y 16 de la ley 80, los cuales facultan a las 
entidades contratantes a modificar los contratos de común acuerdo o de forma unilateral, 
para “(…) evitar la paralización o la afectación grave de los servicios públicos a su cargo y 
asegurar la inmediata, continua y adecuada prestación”, entre otros. En el mismo sentido, 
en la sentencia C-949 de 20013, la Corte Constitucional señaló que las prórrogas de los 
contratos –como especie de modificación- pueden ser un instrumento útil para lograr los 
fines propios de la contratación estatal. Al respecto, vale la pena destacar lo señalado por 
la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado en concepto del 13 de agosto 
de 2009: 
  
“La contratación estatal responde de múltiples maneras a ese mandato y, en cuanto al 
concepto que se emite, se resalta que la posibilidad de modificar los contratos estatales es 
una especial forma de hacer prevalecer la finalidad del contrato sobre los restantes 
elementos del mismo. Por mutabilidad del contrato estatal se entiende el derecho que tiene 
la administración de variar, dadas ciertas condiciones, las obligaciones a cargo del 
contratista particular, cuando sea necesario para el cumplimiento del objeto y de los fines 
generales del Estado.” 
  
“2.1.2. La modificación de los contratos estatales es especialmente importante en aquellos 
por naturaleza incompletos, es decir, (i) los afectados por asimetrías de información que 
impiden la previsión de todas las contingencias que pueden afectar su ejecución, y (ii) en 
el marco de los cuales, por esa misma razón, es difícil prever ex ante los remedios 
necesarios para afrontar tales contingencias, como ocurre por lo general con los contratos 
de largo plazo. En efecto, con el paso del tiempo, pueden surgir nuevas exigencias 
sociales, tecnológicas, culturales, etc. sobre la forma cómo el Estado debe cumplir sus 
fines y sobre cómo se deben prestar los servicios públicos, o simplemente pueden aparecer 
circunstancias extraordinarias e imprevisibles al momento del diseño del negocio, para que 
las que tampoco era posible, en dicho momento, prever un remedio adecuado y específico.  
  
En este tipo de contratos es preciso entonces el diseño de reglas que permitan la 
adaptación y la resolución pacífica de las controversias para evitar el fracaso (...)". 
  
Finalmente, de acuerdo con lo establecido en el Artículo 40 de la Ley 80 de 1993, las 
entidades podrán celebrar los contratos y acuerdos que permitan la autonomía de la 
voluntad y requieran el cumplimiento de los fines estatales. 
  
En relación con la viabilidad de modificar los contratos estatales, la Sala de Consulta y 
Servicio Civil del Consejo de Estado ha considerado que: 
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“En general, es válido afirmar que la actividad de la administración está determinada por la 
realización de los fines que le son propios, no sólo en cuanto a los genéricos del Estado, 
sino de aquellos concretos que le son asignados a cada estructura pública. La organización 
del Estado, los procedimientos, el reparto de competencias, la actuación material de sus 
agentes, etc., están concebidos para el cumplimiento de sus fines, como aparece en el 
artículo 2° de la Constitución Política. 
  
La contratación estatal responde de múltiples maneras a ese mandato y, en cuanto al 
concepto que se emite, se resalta que la posibilidad de modificar los contratos estatales es 
una especial forma de hacer prevalecer la finalidad del contrato sobre los restantes 
elementos del mismo. Por mutabilidad del contrato estatal se entiende el derecho que tiene 
la administración de variar, dadas ciertas condiciones, las obligaciones a cargo del 
contratista particular, cuando sea necesario para el cumplimiento del objeto y de los fines 
generales del Estado.” (Resaltado fuera del texto). 
  
De esta forma, es posible afirmar que las modificaciones al contrato estatal son posibles, 
siempre y cuando se realicen con el fin de obtener la consecución del objeto del contrato 
estatal y la finalidad pública, como consecuencia lógica. En este sentido, la jurisprudencia 
de la Corte Constitucional, y los conceptos de la Sala de Consulta y Servicio Civil, coinciden 
en establecer que, para las modificaciones contractuales, es necesario que exista “una 
causa real y cierta, contemplada en la ley, diferente a la mera voluntad de los contratantes” 
y que dicha modificación sea “en virtud de los principios de planeación y seguridad jurídica”. 
De esta forma, se puede concluir que mientras la modificación no afecte las condiciones 
sustanciales para la adjudicación/celebración del contrato, y no se viole el principio de 
igualdad de oferentes, podrá realizarse la modificación. En este mismo sentido, la Sala de 
Consulta y Servicio Civil ha conceptuado: 
  
“Puede adicionarse una razón a las expuestas para justificar que la simple voluntad de las 
partes no es causa de modificación de los contratos estatales, la cual consiste en el respeto 
por el principio de igualdad de los oferentes. Si se acepta que los contratos pueden 
modificarse por el simple común acuerdo, fácilmente se podría licitar determinado objeto 
con el fin de adjudicárselo a cierta persona, a sabiendas de que se cambiarán las 
obligaciones, una vez celebrado.” 
  
En conclusión, se tiene que es posible la modificación del contrato estatal siempre que (i) 
ocurra una causa real y cierta, (ii) que genere la necesidad de un cambio en lo estipulado 
en el contrato para la consecución del objeto contractual, (iii) las partes estén de acuerdo 
en dicha modificación, (iv) la modificación no sea de un elemento sustancial del contrato o 
del pliego de condiciones y (v) no se viole el principio de igualdad de oferentes, cuando 
resulte aplicable. 
  
En virtud de lo expuesto, se concluye que legal y jurisprudencialmente es perfectamente 
viable que las partes del contrato estatal, de manera bilateral, procedan a modificar el 
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contrato ante la existencia de una causa cierta y debidamente justificada, con el fin de 
salvaguardar los fines públicos que orientan la actividad contractual de la Administración. 
  
Con lo anterior, es evidente que desde el punto de vista jurídico y basados en los 
argumentos técnicos y el análisis beneficio – costo, el contrato de obra ICCU-417 – 2025, 
cumple con los requisitos mínimos establecidos por la ley colombiana, para ser adicionado 
y prorrogado, considerando que se ampliará la meta física inicialmente establecida dentro 
del mismo corredor vial y se mantendrán los mismos precios contractuales. Así mismo, la 
adición y prórroga del contrato, conlleva a un ahorro significativo para la entidad 
contratante, en el sentido que no se haría necesario abrir un nuevo proceso de licitación 
para dar continuidad a la intervención de la vía Subachoque – Puente Piedra, garantizando 
la eficiencia de los recursos, la continuidad de las obras y el beneficio para las comunidades 
aledañas, garantizándoles una adecuada transitabilidad, bajo los estándares mínimos de 
seguridad vial. 
  
Las anteriores consideraciones jurídicas se presentan, sin perjuicio de la revisión y 
formulación de recomendaciones definitivas que, sobre el particular corresponde emitir a 
la Dirección Técnica de Gestión Contractual, de acuerdo con la asignación de funciones 
internas definida para cada una de las dependencias. 
  
CONCEPTO DE LA ENTIDAD 
  
Con el fin de garantizar la supervisión, seguimiento y control del contrato de obra ICCU-
417-2025, es necesario realizar SOLICITUD DE ADICION Y PRORROGA No. 1 al contrato 
ICCU 458 de 2025, suscrito entre el ICCU y GRUPO METRO COLOMBIA SAS cuyo objeto 
es “INTERVENTORÍA TÉCNICA, ADMINISTRATIVA, FINANCIERA, AMBIENTAL Y 
LEGAL AL PROYECTO "REHABILITACIÓN DE LA VÍA QUE CONDUCE DESDE EL 
CASCO URBANO DE SUBACHOQUE, MUNICIPIO DE SUBACHOQUE, HASTA LA 
VEREDA DE PUENTE PIEDRA, MUNICIPIO DE MADRID, DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA” 
  
 Para el trámite contractual necesario, se han determinado las siguientes acciones:   

a)  Adicionar la suma de QUINIENTOS UN MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y 
SEIS MIL NOVECIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS MCTE ($501.836.937,00). 

  
b)  Que teniendo en cuenta el numeral anterior el valor final del contrato asciende a 

DOS MIL CIENTO CINCUENTA Y CUATRO MILLONES SETECIENTOS 
CINCUENTA Y UN MIL SETECIENTOS VEINTISEIS PESOS MCTE 
($2.154.751.726,00). 
  

c)  Dentro de los tramites financieros y administrativos, el ICCU realizo la 
consecución de QUINIENTOS UN MILLONES OCHOCIENTOS TREINTA Y SEIS 
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MIL NOVECIENTOS TREINTA Y SIETE PESOS MCTE ($501.836.937,00), 
respaldado por el CDP 2026001090 de 22 de julio de 2026. 
  

d)  Que para la terminación del contrato según la programación general se estima (5) 
cinco meses a partir de la suscripción del presente modificatorio y/o hasta el 31 de 
diciembre de 2026. 
  

e)  Que la presente solicitud de adición corresponde al 25 % y no supera el 50% 
según la normatividad vigente. 
  

f)  Que es imperativo contar con la continuidad de la interventoría, esto como quiera 
que se hace necesario el seguimiento técnico, administrativos, financiero, legal, 
ambiental, entre otras, hacia el contrato de obra, ya que el interventor cuenta con 
el personal y la capacidad para realizar esta labor, esto en armonía en los 
principios que rigen la contratación estatal y en especial de lo establecido en el 
articulo 83 de la ley 1473 de 2011, el cual indica:  
  
“ARTÍCULO 83. Supervisión e interventoría contractual. Con el fin de proteger la moralidad 
administrativa, de prevenir la ocurrencia de actos de corrupción y de tutelar la transparencia 
de la actividad contractual, las entidades públicas están obligadas a vigilar 
permanentemente la correcta ejecución del objeto contratado a través de un supervisor o 
un interventor, según corresponda.” (…) La interventoría consistirá en el seguimiento 
técnico que sobre el cumplimiento del contrato realice una persona natural o jurídica 
contratada para tal fin por la Entidad Estatal, cuando el seguimiento del contrato suponga 
conocimiento especializado en la materia, o cuando la complejidad o la extensión del 
mismo lo justifiquen” situación que, para el caso, conto desde la estructuración del proceso 
de selección para la ejecución de la obra, de la necesidad de contar con una interventoría. 

  
Así mismo y en armonía a citado en el literal anterior, el articulo 85 de la ley 1474 de 2011, 
establece: “ARTÍCULO 85. Continuidad de la interventoría. Los contratos de 
interventoría podrán prorrogarse por el mismo plazo que se haya prorrogado el contrato 
objeto de vigilancia. En tal caso el valor podrá ajustarse en atención a las obligaciones del 
objeto de interventoría, sin que resulte aplicable lo dispuesto en el parágrafo del artículo 40 
de la Ley 80 de 1993.” 
  
Por ende, se concluye la necesidad de contar con la interventora correspondiente para que 
supervise las obras en ejecución dentro de los plazos contractuales establecidos, 
garantizando asi una correcta ejecución del proyecto objeto de supervisión. 
  
Sin otro particular esta subdirección recomienda la suscripción de la adición No.1 y de la 
prórroga No. 1, teniendo en cuenta lo anteriormente descrito. 
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Que el COMITÉ DE CONTRATACION DEL ICCU aprueba la suscripción de la adición No1. 
y prorroga No. 1 al contrato 458 de 2025 mediante acta N.º 29 del 06 de agosto de 2026. 
  
 ANEXOS 
  
Solicitud Interventoría 
CDP 
Balance Contrato 
 
 
 
Cordialmente, 

 

FlagSigned_52528530 
SANDRA ROCÍO CASTILLO GONZÁLEZ 
Subdirectora Técnica 
Subdirección de Infraestructura Vial. 

Aprobó:  WILSON  GARZÓN CIFUENTES / DCM 
Revisó: WILSON GARZÓN CIFUENTES / DCM 
Proyectó: WILSON GARZÓN CIFUENTES / DCM 
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